	Fecha
	24 de mayo de 1971
	Sesión número
	26

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ANA MARÍA SOLANO RODRÍGUEZ 

	Recurrido: COMANDANTE DE PLAZA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que formalizó con el INVU contrato de arrendamiento de inmueble. Que el INVU solicitó la casa, razón por la que continuó haciendo la consignación de alquileres ante el Alcalde Segundo de la localidad. Que el Gerente del INVU estableció en su contra un juicio administrativo de desahucio ante el Comandante Primero de la Guardia Civil de esta localidad, aunque correspondía ventilar la acción en la vía judicial. Que miembros de la Guardia Civil le indican que le otorgan plazo de 24 horas para desalojar la casa. Alega violación de los artículos 23, 35 41, 48 y 153 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que, basado en desahucio administrativo del INVU en el cual ordena el desalojo de la vivienda que ocupa la recurrente, ordenó notificarle que se le daba un término de quince días para desalojar dicha vivienda, cumplido el cual la Radio Patrulla de esta Comandancia se apersonó a la vivienda encontrándose ésta cerrada y su ocupante no estaba, por lo que no se llevó a cabo el desalojo de la vivienda. Lo anterior con fundamento en el artículo 691 del Código de Procedimientos Civiles y la Ley Orgánica del INVU,  N° 1788 del 24 de agosto de 1954, artículo 48 el cual dice que no se aplica a la Ley de Inquilinato en tratándose del INVU.

	Parte dispositiva
	Se declara con lugar. El artículo 691 del Código de Procedimientos Civiles se refiere a casos distintos en los que no es necesario un juicio de desahucio para obtener esa finalidad, porque la persona que ocupa el inmueble, no ejerce posesión de ninguna clase; circunstancia que impedía que el Comandante de Plaza actuara en la forma que lo hizo, pues tampoco queda legitimada la orden que él impartió, por el artículo 48 de la Ley Número 1788 de 24 de agosto de 1954, referido a relaciones que se rigen por las regulaciones de la legislación común. En consecuencia, el acto del recurrido es ilegal y viola el artículo 35, en relación con el 153 de la Constitución Política, porque corresponde al Poder Judicial conocer de los juicios de desahucio y como resultado de ello, ordenar el desalojo del demandado.


N° 26
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veinticuatro de mayo de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Coto, Blanco, Jacobo, Vallejo, Cervantes,  Bejarano, Odio, Valverde, Trejos, Porter, Jugo y Benavides.
Artículo VI
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por Ana María Solano Rodríguez contra el señor Comandante de Plaza de Alajuela, en el cual se alega: “1.- En el año de mil novecientos sesenta y nueve, formalicé con el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, un contrato de arrendamiento de un inmueble, por el término de un año, y me comprometí con la Institución en el contrato de comentario, a no invocar a mi favor la Ley de Subsistencia Social e Inquilinato, durante todo el término de ese contrato, sea por el lapso de un año.  En el contrato, me comprometía a pagar la suma de ciento cinco colones con cinco céntimos.-

2.- Al pasar el año de vigencia del contrato en comentario ninguna de las partes hizo la denuncia del mismo.  Es decir, que por acuerdo bilateral, se continuaba con el contrato de arriendo por tiempo indefinido, puesto que el INVU continuó recibiendo de parte de la suscrita, el monto total de los alquileres.  Esta situación se mantuvo hasta principio de este año, que por gestión del señor Ministro de Agricultura, el INVU solicitó la casa, pero sin cumplir con las disposiciones básicas del arrendamiento.  Como ya no se me quería recibir el monto de los alquileres, de mejor acuerdo y en pleno resguardo de mi derecho, me presenté ante el señor Alcalde Segundo de esta localidad e hice la consignación de alquileres de conformidad con lo que al efecto dispone el ordenamiento jurídico que regula la situación entre inquilino y propietario.  Ahí, a la orden del señor alcalde, he continuado depositando y a favor del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, el monto íntegro de los alquileres.-


3.- Resulta, señor Juez, que el Ingeniero don Eladio Jara Jiménez, actuando como Gerente del Instituto Nacional de Vivienda y de Urbanismo, tratando de burlar el ordenamiento jurídico existente, estableció en mi contra un juicio administrativo de desahucio, lo que hizo ante el señor Comandante Primero de la Guardia Civil de esta localidad.


Yo, no obstante que la acción no tiene ni pies ni cabeza, pero en el intento de que no sorprendieran a los comandantes de esta ciudad, contesté el juicio de desahucio, o por lo menos eso que dicen que es demanda, hice la cita de lo que en realidad establece el artículo 691 del Código de Procedimientos Civiles que es en realidad, el sustento en que fundan la acción y advertí al Comandante, que no cabía tramitar ellos, esa acción,  porque correspondía a los agentes judiciales o en su defecto al señor Gobernador.  Además, alegué que en realidad, estando el asunto en la vía judicial, por virtud de la consignación en tiempo que establecí ante el señor Alcalde Segundo de aquí, correspondía a la vía judicial, ventilar la acción, ya que no se trataba ni de un peón de finca ni de un ocupante precario, lo anterior con el objeto de defender mi derechos y de que la Comandancia no incurriera en errores de fondo imputables exclusivamente a la ignorancia de las autoridades de policía.

4.- No obstante mi actitud de contestar al Comandante el desahucio y de llevarles luz en el asunto, resulta que ahora no me dejan tener tranquilidad en mi casa y con frecuencia se presentan los miembros de la Guardia Civil de esta ciudad, a efectuar un lanzamiento de mis muebles a la calle.


A tal extremo ha llegado la situación, que no me dejan comer ni dormir tranquila, ya que el sábado seis de este mes, a eso de las quince horas, se presentó a mi casa de habitación el Capitán don Jorge Rojas y en forma salida de tono, me manifestó que iba a lanzar mis muebles a la calle.  Cuando le indiqué con respeto y con la consideración que debía a su autoridad, que yo había hecho la consignación de alquileres y que el asunto estaba en la Alcaldía Segunda, el Capitán Rojas me hizo saber que el INVU, no admitía nada de lo que yo había dicho y que me otorgaba únicamente el plazo de veinticuatro horas para que dejara la casa totalmente desalojada.  Ayer lunes y hoy, he estado tratando de esconderme como si fuera un delincuente, para que no vayan a cometer la grosería de lanzarme los chunches a la calle, cuando estoy al día en el pago de los alquileres de casa.  Y es esta suma de actos irregulares, esta suma de quebrantos o mandatos constitucionales, lo que me obliga a distraer su tiempo en un recurso formal de amparo, para que se ampare mi derecho a la tranquilidad y mi derecho a la propiedad, mientras esté al día en el pago de los alquileres, a efecto de que su distinguida autoridad, disponga mediante mandato legal, ordenar se me deje en paz y que el asunto se ventile, como debe ser ventilado, en la vía civil, que es en realidad, la vía que debe conocer de esta situación en la que estoy seguro, tengo la razón.-

Dispone la Constitución Política en su artículo 23, que sigue: “El domicilio y todo otro recinto privado de los habitantes de la República son inviolables. No obstante pueden ser allanados por orden escrita de Juez competente, o para impedir la comisión o impunidad de delitos, o evitar daños graves a las personas o a las propiedades con sujeción a lo que prescribe la ley”.  El artículo 35 ibídem dice: “Nadie puede ser juzgado por comisión, tribunal o juez especialmente nombrado para el caso, sino exclusivamente por los tribunales establecidos de acuerdo con esta Constitución”.  El mandato constitucional 41, dice “ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias, o daños que hayan sufrido en su persona, propiedad o intereses morales.  Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes”.   El aparte segundo del artículo 48 del mismo elenco constitucional, dice: “Para mantener o restablecer el goce de otros derechos consagrados en esta Constitución, a toda persona le asiste, además, el recurso de amparo, del que conocerán los tribunales que fije la ley”.  El artículo 153 siempre de la Constitución Política, con una amplitud bastante pronunciada, deja claramente establecido, que los comandantes en este caso, no tienen nada que hacer, al efecto dice: “Corresponde al Poder Judicial, además de las funciones que esta Constitución le señala, conocer de las causas civiles, penales, comerciales, de trabajo y contencioso administrativas, así como de las demás que establezca la ley, cualquiera que sea su naturaleza y la calidad de las personas que intervengan; resolver definitivamente sobre ellas y ejecutar las resoluciones que pronuncie con la ayuda de la fuerza pública si fuere necesario.”

Como puede observarse, la Comandancia carece de jurisdicción para ordenar por sí y de sí, mi lanzamiento y la suma de mortificaciones a que me han sometido, me obligan a establecer este recurso.

ACCIÓN:


Con sustento en los hechos expuestos y al tenor de las disposiciones legales invocadas, acusando violación de todos y de cada uno de los artículos que he citado, me presento ante usted, señor Juez, formulando recurso de amparo en mi favor, en contra de la Comandancia de la Guardia Civil de esta localidad, en las personas de sus dos Comandantes, señor Mayor Guillermo Calvo Chaverri y Jorge Rojas, de quien ignoro su segundo apellido, pero ambos mayores, casados, comandantes de la Guardia Civil de esta ciudad, para que se les obligue en sentencia a dejarme tranquila, respetando mi derecho de propiedad, además para que se les condene en el pago de ambas costas de este juicio, digo de este recurso.


Fundo esta acción en lo que disponen los artículos, 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 7, 9 ,10, 11, 12, 13 y siguientes de la Ley de Amparo.”

Pedido informe a señor Comandante, este contestó:


“Basado en desahucio administrativo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo de fecha 18 de enero de 1971 en el cual ordena el desalojo de la vivienda N° 1 que ocupa la señora Ana María Solano Rodríguez, cita en la Colonia “Las Cañas” de Alajuela, el suscrito Comandante de Plaza y Guardia Civil de Alajuela, ordenó notificarle a la señora Solano Rodríguez que se le daba un término no más de quince días para desalojar dicha vivienda.


Una vez cumplido el término indicado, la Radio Patrulla de esta Comandancia al mando del Teniente Víctor Rodríguez Fonseca, se apersonó a la vivienda antes mencionada encontrándose éste cerrada y su ocupante no estaba, por lo que no se llevó a cabo el desalojo de la vivienda.


Lo anterior se debe acatando lo dispuesto por el señor Don Eladio Jara Jiménez, Gerente del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, basándose en el artículo 691 del Código de Procedimientos Civiles y la Ley Orgánica de ese Instituto N° 1788 del 24 de agosto de 1954, artículo 48 el cual dice que no se aplica a la Ley de Inquilinato en tratándose del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo”.


Previa la deliberación del caso, se dispuso declarar con lugar el recurso de amparo y dejar sin efecto la orden de desalojo que impartió contra la recurrente el Comandante de Plaza de Alajuela.-  Ello con base en las siguientes razones:


El Comandante de Plaza de Alajuela, no tiene facultades para ordenar que la recurrente Ana María Solano Rodríguez desaloje la casa en que ella vive, pues aun cuando el Gerente del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo le presentó esa gestión como un desahucio administrativo, con fundamento en el artículo 691, párrafo último, del Código de Procedimientos Civiles; es lo cierto que la disposición citada se refiere a casos distintos, en los que no es necesario un  juicio de desahucio para obtener esa finalidad, porque la persona que ocupa el inmueble, no ejerce posesión  de ninguna clase; esto sucede con los administradores, encargados, porteros, guardas, empleados públicos o particulares, peones, pensionistas o pasajeros respecto de las casa de habitación, departamentos, locales, oficinas o fincas que ocupen por razón de los servicios que prestan o que paguen, y en otros casos de igual índole.  En la situación que se examina, el Gerente de la citada Institución no indicó en la demanda que la señora Solano Rodríguez se encontrara en alguno de los supuestos antes mencionados; y ésta por el contrario, aduce que habita la casa protegida por un contrato de arrendamiento.  Estas circunstancias impedían que el Comandante de Plaza actuara en la forma que lo hizo, pues tampoco queda legitimada la orden que él impartió, por el artículo 48 de la Ley Número 1788 de 24 de agosto de 1954; si bien esa disposición establece que la Ley de Inquilinato (N° 6 de 21 de setiembre de 1939 y sus reformas), no se aplica al Instituto de Vivienda y Urbanismo, en manera alguna puede interpretarse, que los inquilinos queden desprovistos de toda protección legal y sometidos al arbitrio de la mencionada Institución; sino en el sentido de que las relaciones entre ellos se rigen por las regulaciones de la legislación común. En consecuencia, el acto del Comandante de Plaza de Alajuela es ilegal y viola el artículo 35, en relación con el 153 de la Constitución Política, porque corresponde al Poder Judicial conocer de los juicios de desahucio y como resultado de ello, ordenar el desalojo del demandado.
